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Introducción

Con la irrupción del Internet, en la década de 
1990, se inició una nueva era en la humanidad. 
Primero comenzó con el acceso a la informa-
ción, luego con la reducción de las barreras fí-
sicas para tener contacto y entablar relaciones 
a nivel global, y posterior a esto, prosiguió con 
un impacto directo en la productividad y, como 
consecuencia de ello, en la base económica de 
la sociedad. En palabras de Marshall McLuhan, 
entramos en una aldea global2. Derivado de lo 
anterior, centenares de oficios y trabajos han 
desaparecido, mientras que otro grupo de ocu-
paciones, profesiones, trabajos y nuevas empre-
sas han surgido, a la par con los desarrollos deri-
vados del Internet y las tecnologías inteligentes 
de nuestra era. 

Probablemente, el surgimiento del Internet defi-
nió lo que conocemos como sociedad de la infor-
mación. Sin embargo, esta sociedad de la infor-
mación es un concepto más antiguo. Hornidge 
(2007) señala que el concepto de sociedad de la 
información surge de la aceptación general de 
que el conocimiento tiene una importancia sus-
tantiva y cada vez mayor en el desarrollo eco-
nómico, social y político de los países, apuntala-
do por su base tecnológica, el Internet. Aunque 
no es la finalidad de este artículo, es pertinente 
definir qué es sociedad de la información y, por 
ende, qué se entiende por economía basada en 
el conocimiento, porque ambos conceptos eng-
loban parte del argumento que se sustenta en 
este trabajo. 

Definir la sociedad de la información no es una 
tarea sencilla. Sin embargo, en palabras muy ge-
nerales, se puede señalar que la sociedad de la 

2	  Marshall McLuhan es conocido en el mundo del pe-
riodismo y la comunicación por sus estudios y pre-
dicciones acerca de la incidencia de los medios de 
comunicación masiva y la tecnología en la sociedad 
actual. Acuñó el término de “aldea global” para referir-
se a que, con la irrupción de la comunicación masiva 
y la tecnología, las sociedades dejarían de lado el ais-
lamiento, aunque estén separadas físicamente.

información (y del conocimiento) se refiere al 
conjunto de transformaciones sociales que se 
suscitan en la sociedad moderna a partir de la 
irrupción y masificación de la información, así 
como de la expansión de la educación en todos 
los niveles, gracias a las herramientas digitales 
(Krüger, 2006). 

Una de las transformaciones más relevantes que 
caracteriza a la sociedad del conocimiento es la 
adopción de la información como un activo eco-
nómico, un insumo para la producción de bienes 
y servicios por parte de empresas y personas. La 
materialización de la economía digital, a partir 
de la sociedad de la información, ha transitado 
desde la digitalización de los procesos internos 
en las empresas y la especialización de muchas 
firmas en la producción de insumos y artículos 
derivados de las TIC, hasta el comercio electró-
nico (Urrutia, 2003). 

Hace más de dos décadas, Tapscott (1998) ad-
vertía en The digital economy: promise and peril 
in the age of networked intelligence, que durante 
finales del siglo XX la economía había transita-
do hacia un paradigma digital. Para el autor, los 
avances en las telecomunicaciones, en las cien-
cias de la computación y en el contenido mul-
timedia habían creado una “autopista de la in-
formación”. Siguiendo a Tapscott (1998), si bien 
la mayoría de las investigaciones previas acer-
ca de este nuevo paradigma que se avecinaba 
estaban muy concentradas en la cuestión de la 
interconectividad (o la hiperconectividad de los 
sistemas tecnológicos), la verdadera oportuni-
dad se encontraba en enfocar las nuevas líneas 
de trabajo hacia la conexión entre las personas 
e instituciones y cómo sus modificaciones iban 
a transformar las normas sociales y, a partir de 
ello, a transfigurar las trayectorias de desarrollo 
social. A grandes rasgos, el Internet y los avances 
derivados de su implementación han cambiado 
la manera en que accedemos a la información, a 
las personas, a los servicios y a las tecnologías, 
reconfigurando las formas en que se hacen las 
cosas (Dutton, 1999).

Desde entonces, el mundo está asistiendo al 
desarrollo de diversas fases de una nueva eco-
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nomía, protagonizada por una industria que es 
autogestionable y automatizada, basada en el 
Internet y la administración masiva de la infor-
mación generada por múltiples dispositivos (Ri-
fkin, 2014). En otros términos, estamos ante la 
denominada economía digital, que está comple-
tamente dirigida por maquinarias, computado-
ras e Internet. En la actualidad, no sólo se com-
parten diseños y se automatizan tareas para las 
personas y empresas, sino que se puede gestio-
nar toda la cadena de valor de bienes y servicios, 
así como la generación y distribución de energía 
y otros recursos importantes, por medio de sis-
temas computarizados. De modo general, esta 
nueva industria es visible a partir del surgimien-
to de las “fábricas inteligentes” (Dutton, 2014). 

La era de la economía digital ha adoptado distin-
tos nombres. A modo de ilustración, el término 
de Industria 4.0 es un concepto que surgió en 
las fábricas alemanas de los últimos veinte años. 
Sin embargo, no es una terminología globalmen-
te adoptada, puesto que en Estados Unidos se 
suele hablar sobre “Empresa Conectada”, mien-
tras que en el Reino Unido se ha discutido acerca 
de una “Cuarta Revolución Industrial” (Morrar, 
Arman y Mousa, 2017). Lo más relevante es que 
estos términos son empleados de manera indis-
tinta para referirse a una nueva economía. Inde-
pendientemente del nombre que tome, lo que sí 
es cierto es que este cambio de paradigma está 
basado, esencialmente, en la combinación de las 
tecnologías previas que se han desarrollado en 
otras fases de expansión industrial con el Inter-
net. Por medio de los sensores, sistemas compu-
tarizados, la inteligencia artificial, el data mining 
y el big data, el internet de las cosas, el cloud 
computing y otras aplicaciones del Internet a la 
tecnología, ha surgido una nueva manera de di-
señar, producir y gestionar todo el ciclo de vida 
de los productos y servicios, gobernada por el 
acceso al Internet y el uso de dispositivos inteli-
gentes de todo tipo en el quehacer diario de los 
individuos y los negocios (Rifkin, 2014). 

Este nuevo formato de producción está basa-
do, entre otras cosas, en que su gestión puede 
hacerse plenamente a través de sistemas infor-
máticos y de modo remoto, es decir, sin la inter-

vención de la mano de obra convencional. Por 
igual, gracias a la irrupción de la ciencia de da-
tos esta industria hoy es predictiva, preventiva y 
autoconfigurable. De la misma manera, con los 
nuevos desarrollo científicos y tecnológicos, en 
especial aquellos relacionados con aplicaciones 
open source (código abierto), esta nueva manera 
de producir bienes y servicios es “colaborativa”, 
y por lo tanto, está diseñada a la medida de los 
requerimientos de cada persona y en su produc-
ción intervienen diversos actores (Rifkin, 2014). 

Tapscott (1998) sugiere que esta nueva economía 
tiene doce características. Con base en el propio 
Tapscott (1998), así como en Urrutia (2003) y Du-
tton (2014), algunas de las más importantes pue-
den resumirse de la forma que sigue3:

	− Conocimiento: los negocios y las economías 
transitan desde un modelo basado en facto-
res productivos (capital o trabajo) hacia un 
nuevo paradigma centrado en el individuo. 
En lo adelante, el recurso más importante 
será el conocimiento, la creatividad y las ha-
bilidades personales o “blandas”.

	− Digitalización y virtualización: la mayoría de 
los trabajos sobre estos temas, en especial 
el de Tapscott (1998), hacen énfasis en la 
digitalización de los procesos, negocios y 
modelos operativos. Desde la expansión del 
Internet, la comunicación a distancia, el te-
letrabajo y demás formas de interacción vir-
tual, son posibles, de bajo costo y fáciles de 
implementar.

	− Desintermediación y convergencia: la nue-
va economía trae consigo el hecho de que 
las personas y empresas pueden prescindir 
cada vez más de los intermediarios para la 
compra/venta de productos o la obtención/
prestación de sus servicios, así como la para 
realización de procesos personales y de ne-

3	 Este trabajo considera las características que son 
más relevantes para los fines analíticos del mismo. 
La categorización se realiza siguiendo la clasificación 
de Tapscott (1998), pero incorporando también ele-
mentos de Dutton (2014) y Rifkin (2014). Una inter-
pretación amplia de estas categorías se encuentra en 
el trabajo de Urrutia (2003).
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gocios cotidianos. Asimismo, a partir de la 
transversalidad de la tecnología, la mayoría 
de los sectores y actividades económicas 
deben converger hacia la computación, las 
telecomunicaciones o el contenido.

	− Prosumidores e inmediatez: tal y como lo seña-
la Rifkin (2014) en La sociedad del costo mar-
ginal cero, los nuevos consumidores serán 
a la vez productores; es decir, las personas 
generarán lo que consumen directamente y 
sus excedentes podrán ser comercializados 
a bajo costo, sin tiempos de espera signifi-
cativos. Por otro lado, la era digital arrastra 
consigo una necesidad inminente de entre-
gar sus resultados, productos, servicios, ex-
periencias y contenidos de forma inmediata. 
La velocidad de entrega es uno de los prin-
cipales rasgos distintos de esta economía 
digital. En adición a ello, los prosumidores, 
así como también aquellos productores y 
consumidores individualizados, están con-
centrados en generar y demandar productos 
inteligentes (Barbosa et al, 2016). 

	− Innovación: la nueva economía, por antono-
masia, se basa en la innovación permanente 
en productos, servicios, procesos y conteni-
dos. Bajo una lógica schumpeteriana, se tra-
ta de una “destrucción creativa”, donde las 
viejas tendencias y paradigmas desaparecen 
para darles paso a las nuevas formas de ha-
cer economía. En la economía centrada en la 
innovación, la creatividad de las personas es 
uno de los recursos de mayor valor para la 
producción de bienes y servicios.

La masificación y expansión del uso del Internet 
ha propiciado una digitalización de la economía 
(Urrutia, 2003), lo que plantea nuevos paradig-
mas para empresas y negocios a nivel global, así 
como retos en materia de gestión y de adopción 
de tecnología para muchos gobiernos (Jaeger 
y Thompson, 2003), que si bien han exhibido 
avances importantes en su transición hacia lo 
electrónico y lo digital, todavía se encuentran en 
etapas del desarrollo tecnológico que pareciera 
no son compatibles con el paradigma vigente, 
cuyas principales figuras conceptuales se anali-
zan en el siguiente apartado. 

Nueva economía: fábricas 
inteligentes y negocios basados 
en conocimiento

La llamada nueva economía está teniendo efec-
tos tangibles en la distribución y transformación 
del empleo a nivel internacional, así como en 
el modo en que las organizaciones, las empre-
sas y los países gestionan el conocimiento y la 
transición laboral de su población, la atracción 
de inversión y la configuración de cadenas pro-
ductivas. Una veloz espiral de sucesos sociales, 
económicos, políticos y ambientales ha arrastra-
do consigo esta transformación, dando paso, al 
menos, a dos nuevas figuras conceptuales que 
caracterizan a la economía contemporánea: las 
industrias o fábricas inteligentes y las economías 
basadas en el conocimiento. 

Una fábrica inteligente puede definirse como 
aquella en la que personas y máquinas asisten 
conjuntamente en la realización de las distintas 
tareas que involucra un proceso productivo. Lo 
anterior se logra a través de sistemas que traba-
jan desde el back-end de una fábrica, así como 
de aplicaciones en contexto que permiten deter-
minar posiciones de personas y objetos durante 
la realización de diversas actividades. Una fábri-
ca inteligente, por ende, facilita la recolección de 
una cantidad masiva de datos sobre procesos, 
bienes y personas en cualquier lugar y momento 
(Lucke, Constantinescu y Westkamper, 2008).

Las fábricas inteligentes permiten optimizar los 
procesos productivos y reasignar los roles de la 
fuerza de trabajo, siendo esta última quien ad-
ministra los sistemas productivos y no quien eje-
cuta las tareas directamente, estimulando una 
importante transición laboral en las empresas e 
industrias. Sumado a lo anterior, el surgimiento 
de las industrias o fábricas inteligentes ha llevado 
a que tanto los consumidores como la sociedad, 
ahora demanden una mayor optimización de la 
producción y uso de los bienes, a través de me-
jores mecanismos de reutilización y reciclaje, una 
mayor complejidad de sus componentes y otras 
mejoras que consideran relevantes. Dicho de otra 
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manera, los consumidores esperan que las fábri-
cas inteligentes diseñen, desarrollen y fabriquen 
“productos inteligentes” (Barbosa et al, 2016).

Con la transición laboral que se facilita mediante 
las nuevas tecnologías, muchas empresas, orga-
nizaciones, industrias y economías estarán más 
dispuestas a realizar grandes inversiones en au-
tomatización de procesos, habilidades en cien-
cia de datos y aplicaciones tecnológicas, con el 
objetivo de aprovechar las ventajas que ofrece el 
avance de estas industrias inteligentes4. Algunas 
economías pioneras en procesos de innovación 
y desarrollo tecnológico a nivel global, como los 
Estados Unidos, Alemania, Japón, Corea del Sur 
y China, han estimado que entre el 40% y 60% 
de las actividades laborales que actualmente 
realiza la fuerza de trabajo en las empresas y 
fábricas son susceptibles de ser automatizadas 
o reemplazadas por computadoras (Mankiya et 
al, 2017), así como por dispositivos controlados 
por inteligencia artificial y conectados a la red. 

Visto desde la perspectiva de la inversión, cada 
vez más economías, sectores económicos, cor-
poraciones y empresas se involucrarán por com-
pleto en la automatización de procesos produc-
tivos, en la generación de escenarios para el 
desarrollo de negocios digitales y en la gestión 
de la transición laboral en los sectores donde la 
economía digital está teniendo auge. 

Como ejemplo, ya para el año 2016 numerosas em-
presas y negocios estaban adoptando procesos de 
automatización, generando cerca de 421 mil millo-
nes de dólares en ahorros por reducción de costos 
y mejora de la eficiencia en la producción manu-
facturera. En congruencia con lo anterior, las cifras 
dan cuenta de que una gran cantidad de negocios 
y economías han invertido unos 907 mil millones 
de dólares en procesos de automatización y nue-
vos negocios digitales, viéndolo como el presente y 
futuro de la manufactura, las cadenas productivas 
globales y las industrias en general5. 

4	  Véase el documento Industry 4.0 survey: building the 
digital enterprise, publicado por PwC (2016).

5	  Ibíd.

A pesar de lo anterior, si bien las manufacturas 
son una fuente especialmente importante de 
empleos para economías en desarrollo, al mis-
mo tiempo, representan un reto en materia de 
política pública. Según datos publicados por el 
Top Markets Report Industrial Automation, del 
Departamento de Comercio de Estados Unidos, 
desde el año 2016 siete economías latinoame-
ricanas ya se ubicaban entre los 35 principales 
mercados potenciales para la automatización de 
procesos a nivel mundial, debido al crecimiento 
de sus industrias ligeras y su penetración en los 
mercados globales, así como la disponibilidad de 
infraestructura física, legal e institucional para 
su implementación. Si bien la automatización de 
procesos y la transformación de las industrias 
en fábricas inteligentes a través del Internet re-
presenta una oportunidad para la mejora de la 
productividad y la innovación, es necesario que 
las economías se adentren en la generación de 
valor mediante la producción de conocimiento, 
la innovación y la generación de nuevas solucio-
nes comerciales y sociales6. 

Debido a esta realidad, la existencia de fábricas 
e industrias inteligentes debe ir de la mano de 
una economía basada en el conocimiento, que 
sea capaz de producir, gestionar y explotar el 
conocimiento, en forma de nuevos descubri-
mientos, mejoras, patentes, aplicaciones y ser-
vicios en la economía. A partir de la década de 
1970, muchas economías han transitado des-
de la producción meramente industrial hacia 
la generación de un alto volumen de servicios 
profesionales (Block, 1990; Powell y Snellman, 
2004), la mayoría de los cuales están basados en 
el conocimiento. Esta transición ha incentivado 
procesos de innovación, que dieron como resul-
tado una economía intensiva en conocimiento, 
que representa el paradigma actual para el desa-
rrollo económico. De hecho, algunas investiga-
ciones sugieren que las brechas de crecimiento 
económico entre países pueden explicarse por 
la capacidad que éstos tienen para introducir 
innovaciones en la economía, donde el conoci-

6	 Los documentos del Top Automation Markets Report 
son publicados por el Departamento de Comercio de 
los Estados Unidos.
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miento ha jugado un rol central en el desarrollo 
(Kovac, Scrbec y Podobnik, 2018). 

Houghton y Sheehan (2000) sugieren que el papel 
del conocimiento en la economía no es una cues-
tión nueva, sin embargo, el hecho de que se haya 
convertido en un catalizador de prosperidad com-
probable sí es relativamente nuevo. A juicio de los 
autores, cualquier economía, por muy rudimenta-
ria que sea, siempre requiere de un conocimiento 
previo para realizar actividades productivas. El uso 
del conocimiento para mejorar los procesos y las 
actividades económicas es un fenómeno que se ha 
suscitado de manera incremental desde la Primera 
Revolución Industrial y perdura hasta nuestros días 
(Houghton y Sheehan, 2000).

La literatura acerca del conocimiento y la forma-
ción del capital humano de alto valor como un 
resultado de su aplicación, como claves para el 
desarrollo económico, es relativamente abun-
dante. En un trabajo de Powell y Snellman (2004), 
siguiendo a Varian y Shapiro (1999), se argumen-
ta que esta economía del conocimiento fue per-
cibida por los economistas a partir de plantea-
mientos teóricos que comenzaban a considerar 
la existencia y relevancia de bienes intangibles, 
como la creatividad de las personas o la informa-
ción en las firmas. Los mecanismos a través de 
los cuales opera el conocimiento para incidir en 
el desarrollo de los países son al menos tres: las 
transformaciones en las formas de pensar, el co-
nocimiento tácito y la adaptación local, y el apren-
dizaje activo y la motivación intrínseca. Todo lo 
anterior genera una “cultura del conocimiento” 
que cambia a las sociedades (Stiglitz, 1999).

Tal y como describe Stiglitz (1999), una econo-
mía basada en el conocimiento crea una especie 
de “cultura” donde las personas transforman su 
manera de pensar y comienzan a crear nuevas 
ideas y nuevos negocios, basándose en las habi-
lidades que han aprendido de manera formal o 
informal a lo largo de su vida. Estas nuevas em-
presas y negocios ya no resultan de la reestruc-
turación del capital existente o de la adquisición 
de otras firmas en operaciones corporativas, 
sino de la creatividad y la evolución del conoci-
miento como principal insumo. 

Sobre la economía del conocimiento y los servi-
cios basados en éste, Bilderbeek y den Hertog 
(1998) indicaban que los servicios intensivos 
en conocimiento, o sus productos principales, 
gozaban de cierta homogeneidad, es decir, que 
compartían algunas características y, como con-
secuencia, al menos teóricamente, eran los de 
mayor productividad y aporte al crecimiento 
económico de los países. Sin embargo, la evi-
dencia para economías en desarrollo en Améri-
ca Latina, como la expuesta por López (2019), 
señala que al menos los servicios basados en 
conocimiento pueden presentar cierto grado de 
heterogeneidad, lo que puede llevar a pensar 
que no todo aquello generado bajo la bandera 
de economía del conocimiento necesariamente 
tiene la misma calidad y el mismo impacto en 
la productividad. No obstante, el conocimiento 
alimenta de manera constante la producción de 
bienes inteligentes, que se corresponden con la 
nueva economía (Barbosa et al, 2016).

A pesar de los escasos avances en esta discusión 
particular, especialmente en lo referente a la di-
versidad existente de bienes y servicios inten-
sivos en conocimiento, el número de empresas 
que se desarrollan en este tipo de economías 
crece de modo exponencial. Sobre estas nuevas 
firmas basadas en el conocimiento, Muller y Do-
loreux (2007) señalan lo siguiente: 

	− Dependen en gran medida del conocimiento 
profesional, desarrollado a partir de las nue-
vas carreras y estudios especializados.

	− Se constituyen como fuente primaria de co-
nocimiento y, al mismo tiempo, fungen como 
creadoras de productos y servicios basados 
en conocimientos ya existentes.

	− Tienen una gran importancia competitiva y 
pueden prestar servicios a otras empresas (u 
organizaciones).

Debido a estas características, las empresas in-
tensivas en conocimiento son las protagonistas 
del modelo de desarrollo económico de la ac-
tualidad, con bienes y servicios inteligentes. En 
aquellos países donde la innovación es un motor 
importante de crecimiento económico, la base 
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de la economía se ha transformado desde una 
eminentemente industrial, hacia una fundamen-
tada en conocimiento y manejo avanzado de da-
tos e información (Zack, 2003; Ahrweiler, Pyka y 
Gilbert, 2011; Salem, 2014). 

Este tipo de empresas, en mayor medida, es res-
ponsable de la “capacidad de innovación” de los 
países, la cual depende del conocimiento que 
éstas generan para sí mismas y para el resto de 
la economía. La capacidad de innovación, desde 
el punto de vista sistémico, entre otros factores, 
se vincula con el nivel de inversión en ciencia y 
tecnología, la interacción entre los actores del 
ecosistema de innovación, los estímulos a la in-
novación por parte de los gobiernos, así como 
los vínculos academia-industria que se dan en 
el quehacer científico (Porter y Furman, 2000). 

Pese a la incidencia de los nuevos conocimien-
tos en el desarrollo económico, algunos plan-
teamientos indican que la generación de capa-
cidades productivas es la que permite, en última 
instancia, la creación de industrias y negocios 
inteligentes en una economía. Dicho de otro 
modo, el conocimiento aplicado a las indus-
trias y empresas, a la producción de bienes y la 
creación de valor desde nuevos enfoques, que 
puede explotarse en forma de nuevas patentes, 
licencias, bienes y servicios, creando con ello 
nuevas oportunidades para el desarrollo econó-
mico (Czarnitzki, Hussinger y Schneider, 2008; 
Nubler, 2014). 

Estas nuevas dinámicas sociales y empresariales 
demandan una reacción por parte de la adminis-
tración pública, con el objetivo de crear espa-
cios donde la agenda pública pueda converger 
con la transformación social que están curso 
a nivel global. Para entender esta cuestión, en 
los próximos apartados se analiza el papel del 
gobierno digital como una respuesta al nuevo 
paradigma económico, que demanda una mayor 
agilidad de procesos y tareas, más disponibilidad 
de información y un mejor aprovechamiento de 
la tecnología existente. Del mismo modo, se ex-
ponen las debilidades del e-gobierno para crear 
valor público y las alternativas disponibles para 
avanzar en la dirección propuesta.

El gobierno digital como 
respuesta al nuevo paradigma 
económico

El nuevo paradigma económico y social de nues-
tros días ha obligado a repensar la forma en que 
se organiza y funciona el Estado como institu-
ción política al servicio de la sociedad. Existe 
una necesidad de crear valor, por medio de los 
bienes y servicios públicos ágiles, conectados 
y disponibles todo el tiempo, aprovechando las 
ventajas del Internet para generar eficiencia in-
terna en la gestión pública, mejorar los servicios 
a la ciudadanía y promover la competitividad de 
las economías nacionales (Panzardi, Calcopietro 
e Ivanovic, 2002). 

Lo anterior significa que el gobierno tiene el de-
ber de reaccionar a los cambios de paradigma 
social y económico, manteniendo su enfoque de 
generar valor a la ciudadanía. Por esta razón, la 
sociedad de la información, y su derivada eco-
nomía basada en el conocimiento, han generado 
un interés marcado en el gobierno electrónico 
(Urrutia, 2003), aún cuando se considera que 
algunas de las cuestiones tradicionalmente per-
cibidas como fundamentales para el desarrollo 
siguen sin resolverse (Guerra y Jordán, 2010). 

El concepto de valor público

Benington (2005) señala que el valor público es 
el resultado de una evolución del concepto de 
administración pública. La gestión pública ha 
transitado en tres fases, en palabras del autor, 
con concepciones y rasgos distintivos. Primero 
desde un enfoque de administración tradicional, 
de carácter tecnocrático y con una población 
objetivo homogénea, a la que se le entregaban 
bienes públicos. La segunda fase es la que se 
conoce como la Nueva Administración Pública 
(NPM) que, desde la teoría de la elección públi-
ca, visualiza una población atomizada y racional 
en el sentido económico, por lo que debe per-
mitírsele una toma de decisiones consciente, 
proporcionándosele los elementos que necesite. 
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Más recientemente, surge este nuevo enfoque 
de valor público que acepta la diversidad y la 
complejidad social, procurando entregar valor y 
no bienes públicos (Benington, 2005). 

Benington (2005) construye el concepto de 
valor público con base en una dinámica colec-
tiva. Expresado de otra manera, basado en la 
“gobernanza comunitaria en red”, que ha sido 
investigada por diversos autores. Desde esta 
perspectiva, el valor público se define como “lo 
que el público quiere” y “lo que le agrega valor 
a la esfera pública”. Esta manera de conceptua-
lizar el valor público es una respuesta a la ma-
nera en que la administración centralizada y la 
NPM definían la gestión pública. En el primer 
caso, la administración centralizada visualizaba 
el papel del gobierno en términos de entregar 
bienes no rivales y colectivos de forma eficiente, 
midiendo sus resultados a partir de esta entrega 
formalizada. En el segundo caso, la NMP otorga 
una mayor importancia a las decisiones maxi-
mizadoras de los agentes (individuos, hogares, 
empresas o nivel de gobierno), partiendo de una 
lógica de racionalidad perfecta, en la que menos 
Estado es mejor porque restringe la libertad del 
individuo de decidir deliberadamente. Si bien 
estos dos marcos teóricos eran efectivos para la 
sistematización de las políticas públicas y refor-
mas a nivel político, la teoría del valor público 
es rica en aspectos de pensamiento colectivo 
y tiene alto sentido de la innovación colectiva 
(Benington, 2005).

Como el resultado de este nuevo modelo de 
administración pública, el valor público puede 
definirse como un conjunto de expectativas y 
resultados de bienestar esperados a nivel colec-
tivo, derivados de la acción natural del gobierno, 
que dependen de: i) lo que la sociedad identifica 
como de valor para su bienestar; ii) de los temas 
que los gobiernos han resaltado como priorida-
des de política pública para el desarrollo; y iii) las 
acciones orientadas a la resolución de fallas de 
mercado y de externalidades por parte de la ad-
ministración pública, cuya permanencia reducen 
el bienestar colectivo (Moore, 2006). En adición 
a esto, el enfoque de valor público en la admi-
nistración gubernamental orienta la burocracia 

hacia la participación social y las alianzas con la 
sociedad civil (Benington, 2005), donde la inno-
vación juegue un rol central para la construcción 
del valor esperado, inclusive a nivel de los go-
biernos locales (López-Santos, 2016). 

Adopción de las TIC y fases del 
gobierno electrónico

Gracias a la atención prestada a las herramien-
tas digitales y el avance hacia una economía ba-
sada en la información, la innovación abierta ha 
comenzado a ganar terreno para democratizar 
la solución de problemas públicos, en virtud de 
la amplia difusión de las TIC y los nuevos ins-
trumentos tecnológicos y analíticos disponi-
bles para los gobiernos (Rodríguez y Grandine-
tti, 2018). Una apertura de este tipo, de modo 
muy general, conlleva una mayor participación 
ciudadana y empresarial en la construcción de 
las decisiones de públicas, en congruencia con 
el avance hacia el paradigma de valor público, 
generando más espacios para la creación de ser-
vicios públicos de vanguardia y la solución de 
problemas sociales colectivamente. 

Mediante el uso de las TIC, los gobiernos pueden 
generar valor de distintas formas, sea a través de 
bienes o servicios públicos, regulaciones y otras 
acciones, por lo que, desde esa perspectiva, el 
gobierno electrónico puede ser considerado 
por su habilidad para generar más valor público 
(Kearns, 2004; Castelnovo y Simonetta, 2008).  
Sin embargo, este plantea retos en materia de 
colaboración público-privada para generar nue-
vas propuestas e iniciativas concretas.

Contemporáneamente, el progreso de la admi-
nistración pública se ve reflejado en la cada vez 
mayor inclinación hacia la transformación digital 
del Estado, por medio del gobierno electrónico. 
Sobre esta cuestión, existen diversas aproxima-
ciones que responden al enfoque y los aspec-
tos conceptuales considerados anteriormente. 
Schedler, Lucas y Bernhard (2004), por ejemplo, 
definen el gobierno electrónico, digital o e-go-
bierno como una forma de organización del Es-
tado que permite integrar las relaciones y las 
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interacciones entre el gobierno, los ciudadanos, 
el sector privado, los clientes y las instituciones 
públicas, por medio del uso de las TIC. 

En un sentido más amplio, se precisa que el go-
bierno electrónico debe situarse en el marco 
de una estrategia de gestión pública que per-
siga mejorar la capacidad del Estado para pres-
tar servicios y brindar atención a la ciudadanía, 
elevando la calidad de la participación social en 
los procesos democráticos. Dicho esto, una es-
trategia de e-gobierno implica que las adminis-
traciones lleven a la red, mediante el uso de las 
TIC, la resolución de los trámites y la prestación 
de servicios a los ciudadanos y las empresas, así 
como las consultas sobre temas de interés para 
la población, con un compromiso permanente 
para mejorar las relaciones entre la adminis-
tración pública y el sector privado, mediante la 
entrega de bienes y servicios públicos de forma 
costo-efectiva, eficiente, eficaz, basada en infor-
mación y conocimiento (Chen et al, 2006).

Bertot, Jaeger y McClure (2008) interpretan 
que esta nueva manera de visualizar al gobier-
no significa que la administración pública debe 
reordenarse bajo un criterio “centrado hacia el 
ciudadano”7, empleando para ello todos los re-
cursos que tiene a su disposición. Este nuevo 
enfoque hacia el ciudadano y, en general, hacia 
la sociedad que le demanda bienes y servicios 
públicos, crea una serie de relaciones que fluyen 
en sentido gobierno-ciudadano, gobierno-em-
presa, gobierno-sociedad civil y gobierno-go-
bierno (Fang, 2002). 

Aunque el concepto de gobierno electrónico no 
es tan novedoso, los países se encuentran en dis-
tintas fases de su adopción y desarrollo. En ge-
neral, no existe un consenso acerca de cuáles y 
cuántas son las fases del gobierno digital, sin em-
bargo, el trabajo de Rivera Urrutia (2006), citando 
a la OCDE (2003), identifica al menos cuatro eta-
pas, con los siguientes rasgos distintivos:

7	  En el artículo original se emplea el concepto de “citi-
zen-centered electronic government”. 

	− Presencial: En su primera fase, la adminis-
tración pública exclusivamente entrega in-
formación básica a la ciudadanía a través de 
una página web, lo que implica que casi todo 
el valor público se entrega de manera física. 

	− De interacción: En una segunda etapa, los 
gobiernos y administraciones públicas son 
capaces de interactuar con los ciudadanos y 
los grupos de interés mediante correos elec-
trónicos y, en adición a esto, pueden propor-
cionar formatos en línea para recortar los 
tiempos de atención.

	− Transaccional: En la tercera fase, los ciuda-
danos, las empresas y la sociedad en general 
son capaces de iniciar, monitorear, dar se-
guimiento y finalizar un trámite o la entrega 
de un servicio público totalmente en línea, 
sin la intervención de un servidor público o 
una visita a ventanilla presencial.

	− Transformacional o de transformación: En una 
última etapa del gobierno electrónico, las 
administraciones han sufrido procesos de 
reingeniería institucional y de procesos, por 
lo que se han desdibujado fronteras organi-
zacionales, en procura de una mayor intero-
perabilidad, en beneficio de la generación de 
valor público para la sociedad. 

La construcción del gobierno digital, además de 
aportar mayores vías para construir valor públi-
co, pretende transformar a nivel organizacional 
a las instancias que conforman la administración 
pública. La conversión de la administración pú-
blica hacia lo digital, entonces, significa una rup-
tura con el estilo weberiano de burocracia, donde 
las jerarquías y las relaciones impersonales, así 
como las reglas y procesos tradicionales son la 
norma, pasando a un estilo más ágil, personali-
zado y digital (Fountaine, 2005), aunque todavía 
con un enfoque individualizado de prestación de 
servicios públicos, al estilo de la NPM. 

Requerimientos, barreras y otros 
aspectos del gobierno electrónico

En consonancia con lo expuesto más arriba, para 
que ocurra la digitalización de la administración 
pública se requieren una serie de condiciones, 
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que hacen de la transición hacia el e-gobierno 
un proceso lento, complejo y arduo. La OCDE 
(2003) enumera algunos requerimientos de ex-
periencia, involucramiento e infraestructura que 
permiten el desarrollo del e-gobierno:

	− El desarrollo de las plataformas tecnológi-
cas necesarias para el gobierno digital des-
de dentro de las administraciones públicas 
puede resultar costoso y a la larga, generar 
distorsiones en la prestación de los servicios 
públicos. 

	− Como consecuencia de lo anterior, la adop-
ción de la tecnología que hace posible el 
gobierno electrónico requiere de la partici-
pación de empresas privadas con la expe-
riencia y la capacidad necesaria de acción, 
que permitan que la administración pública 
pueda transitar hacia lo digital, sin descon-
centrarse de su papel de formular y ejecutar 
políticas públicas. 

	− El sector privado, por su naturaleza flexible 
y ágil en la mayoría de los ámbitos, debe 
colaborar con el sector público para lograr 
“aplanar” la curva de aprendizaje de los ser-
vidores públicos en materia tecnológica. 

	− Colaborar y cooperar con el sector priva-
do puede generar valor en dos vías: por un 
lado, se puede digitalizar y automatizar la 
prestación de servicios públicos y atención 
de trámites usando plataformas privadas de 
tecnología, ahorrando tiempos y costos a los 
ciudadanos; por otro lado, las empresas pue-
den aprender a prestar servicios de tecno-
logía al gobierno, para mejorar su eficiencia. 

	− La administración pública debe cuidar que 
los conocimientos explícitos de programas y 
políticas, así como aquellos implícitos en sus 
funcionarios, no sean transferidos al sector 
privado de forma no compensada. 

Claramente, este cambio también puede encon-
trar resistencia entre la sociedad, porque signi-
fica un giro importante en el paradigma actual. 
En cuanto a las barreras culturales, Margetts y 
Dunleavy (2002) indican una extensa lista de 
motivos que dificultan la adopción del gobierno 
electrónico. A continuación, se extraen algunos 
de los más relevantes: 

	− La resistencia social y pública a la adopción 
de nuevas tecnologías, por las brechas de la 
población en el uso y aprovechamiento de 
las TIC para su quehacer cotidiano. 

	− Las erogaciones presupuestarias considera-
bles por parte de los gobiernos para imple-
mentar sistemas y desarrollos tecnológicos 
que no se han empleado en toda su capa-
cidad y extensión, terminan empantanando 
los esfuerzos por la modernización de la ad-
ministración. 

	− Las transformaciones que supone el gobier-
no digital, en términos de procesos y estruc-
turas jerárquicas dentro de las instituciones 
públicas, hacen que los principales directi-
vos de estas instancias opongan resistencia. 

	− La existencia de una baja expectativa ciuda-
dana y social frente a los resultados de esta-
do, por percibirlo como un ente anticuado, 
desconectado de la modernidad y corrupto.

	− En el caso de los gobiernos locales, Schwes-
ter (2009) demuestra que existen diferencias 
entre las municipalidades que implementan 
estrategias de e-gobierno y las que no. En 
su trabajo, argumenta que hay limitaciones 
técnicas, financieras y humanas a las que se 
enfrentan los municipios para transitar hacia 
una gestión digital y concluye que el apoyo 
político (a nivel nacional) es clave para supe-
rar estos obstáculos. 

Grosso modo, la adopción de un gobierno elec-
trónico no sólo implica que la administración 
pública decida destinar los recursos necesarios 
para ello, sino también una disposición por parte 
de todos los niveles de gobierno para la trans-
formación de la burocracia, así como la no resis-
tencia social al cambio de paradigma. Para que la 
implementación de un gobierno electrónico sea 
exitosa, se debe generar una dinámica de inno-
vación abierta, a través del intercambio de infor-
mación entre diversos actores, que poseen ex-
pectativas e intereses distintos (Zhang, Dawes y 
Sarkis, 2002). En este mismo orden de ideas, la 
disponibilidad de información y de bases de da-
tos abiertas son herramientas necesarias para la 
co-creación y la solución colectiva de problemá-
ticas sociales (Rodríguez y Grandinetti, 2018). 
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Seifert y Petersen (2002) destacan la ambigüe-
dad en el entendimiento del gobierno electró-
nico por parte de la sociedad, especialmente en 
lo que al enfoque conceptual se refiere. Al igual 
que en los flujos relacionales expuestos en la in-
vestigación de Fang (2002), estos autores seña-
lan que el gobierno electrónico se ha centrado 
en el desarrollo de procesos que les permiten 
gestionar relaciones gobierno-gobierno gobier-
no-empresa y gobierno-ciudadano8, cuando lo 
más provechoso para la transformación digital 
de la administración pública sería entender es-
tas relaciones bajo un enfoque colectivo para la 
entrega de servicios públicos e información, que 
redundaría en una ciudadanía consolidada y que 
genera bajos costos sociales y económicos9.

De manera particular, las expectativas del e-go-
bierno por parte de la sociedad están enfocadas 
en las externalidades esperadas por la aplica-
ción de las tecnologías de la información a los 
sistemas de administración pública, que deben 
manifestarse como economías de escala para la 
provisión de bienes y servicios públicos, reduc-
ción de costos y provisión de bases tecnológi-
cas en provecho de la ciudadanía. Sin embargo, 
existe la posibilidad, aunque no haya sido estu-
diado profundamente, de que estos beneficios 
colaterales de la implementación del gobierno 
electrónico, en ocasiones, sean elementos mu-
tuamente excluyentes (Bertot et al, 2008).  

No obstante, las restricciones que presenta el 
e-gobierno para su diseño e instrumentación en 

8	 Según Benington (2005), en la fase de la gestión pú-
blica correspondiente a la NPM, la visión del destina-
tario final del gobierno era atomizada y las relaciones 
se manejaban de forma individualizada. Para los ha-
cedores de política pública, los actores sociales eran 
compradores, clientes y socios contractuales, por lo 
que la gobernanza estaba dominada por una lógica 
de libre mercado. 

9	 Derivado de la transformación de la NPM, ahora la 
realidad es compleja y cambiante, con una sociedad 
diversa que marca la agenda política. Por ello, los 
destinatarios de la política pública ahora son líderes 
civiles que no quieren productos, sino satisfacción. 
Esta es la base para la teoría del valor público (Be-
nington, 2005).

el nivel nacional, Alhomod (2012) identifican al-
gunas buenas prácticas en materia de gobierno 
digital a nivel internacional: 

	− El modelo de Variedad y Mejor Práctica (VBP, 
por sus siglas en inglés), del Reino Unido, 
cuyo funcionamiento se basa en que cada 
una de las operaciones puede ser vista como 
componente de otra operación relevante en 
un proceso global. Cada entrada u operación, 
entrega una salida útil para el ciudadano. De 
este modo, cada una de las interacciones con 
los sistemas da como respuesta información 
sobre otro proceso relevante. 

	− El esquema Civic Idea, de los Emiratos Árabes 
Unidos, donde el ciudadano es el centro de 
la operación. Este modelo de gobierno digital 
se basa en herramientas sencillas para ejecu-
tar las estrategias gubernamentales. A partir 
de ello, las buenas prácticas se estandarizan 
y se convierten en guías para otros servicios 
públicos. En este caso, el flujo de información 
es jerárquico, donde para avanzar hacia otra 
fase del proceso, se debe completar la inme-
diatamente anterior, con la información y los 
requerimientos correspondientes.

	− El Marco Estratégico de Gobierno Electrónico, 
de la Unión Europea, cuya principal ventaja 
es su flexibilidad, pues puede adaptarse a la 
estrategia digital de cualquier país miembro 
de la Comunidad Europea. Los servicios a 
los ciudadanos son individualizados y tie-
ne definidos puntualmente sus módulos de 
front-office (atención al ciudadano y las em-
presas) y back-office (donde se generan los 
flujos de información y datos que concretan 
la respuesta exitosa al interesado). La infor-
mación fluye en dos vías en cada uno de los 
módulos anteriormente descritos.

Cómo interactúan el sector privado 
y la administración pública en el 
e-gobierno

Tal y como señala la literatura, no existe una so-
lución única para gobierno digital que permita 
satisfacer las necesidades de los grupos de in-
terés presentes en la sociedad, sino más bien 
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un conjunto de estrategias y acciones que han 
dado resultados positivos en diferentes contex-
tos, de las que los países desarrollados y en vías 
de desarrollo pueden aprender para mejorar sus 
propuestas de valor público hacia la sociedad, 
mediante la adopción de la tecnología (Lee, Tan 
y Trimi, 2005; Alhomod et al, 2012). 

Aun considerando las experiencias positivas a 
nivel interancional, así como las ventajas que 
ofrece el gobierno digital para hacer más efi-
ciente y masiva la formulación de políticas y la 
prestación de servicios públicos, los mecanis-
mos mediante los cuáles ocurre la adopción y 
desarrollo de este paradigma, en algunos casos 
limitan sus resultados potenciales. Al respec-
to, existe la idea de que el sector privado debe 
intervenir en la transferencia tecnológica y de 
capacidades de gestión para la implementación 
exitosa de un gobierno electrónico, aprovechan-
do la flexibilidad y la rápida evolución de los 
procesos y modelos de negocio en las empresas 
privadas (Tapscott, 1998; Rivera Urrutia, 2003; 
Fountaine, 2005). 

Por ende, un modo de lograr que el desarrollo de 
alguna forma de valor público ocurra de manera 
eficiente y eficaz, particularmente en el caso del 
valor material o tangible, que aportan algunos 
proyectos públicos como obras de infraestruc-
tura, pueden ser las alianzas público-privadas 
(Weihe, 2008).

Sin profundizar en la forma y los mecanismos 
mediante los cuales se asocian los actores pú-
blicos y privados para la gestión de proyectos, 
existen beneficios de estas alianzas que vale la 
pena considerar para enriquecer el análisis. To-
mando como punto de partida la guía de la Co-
misión Europea (2003), algunas ventajas de las 
alianzas público-privadas para el desarrollo de 
proyectos o la entrega de servicios públicos son: 

	− Mayor velocidad para la construcción de 
infraestructura, convirtiendo una inver-
sión inicial considerable en pagos progra-
mados, de mayor flexibilidad y facilidad de 
cumplimiento.

	− Reducción de costos y tiempos para el dise-
ño y desarrollo de proyectos.

	− Distribución eficiente de los riesgos e incen-
tivos para la provisión de servicios de mejor 
calidad por parte de los gobiernos.

	− Mejor aprovechamiento de los activos pú-
blicos, a partir de la gestión privada, para 
proveer de ingresos adicionales a las partes 
involucradas.

	− Mejor calidad en la gerencia pública y mayor 
valor por el dinero, donde el gobierno no es 
un operador, sino un gestor y supervisión de 
los bienes y servicios públicos. 

Si bien la separación de las funciones públicas y 
privadas, en un esquema tayloriano de la gestión, 
puede generar eficiencia, eficacia y economías 
de escala, derivadas de la mitigación de riesgos 
y la reducción de las curvas de aprendizaje en 
ámbitos correspondientes a las empresas y los 
gobiernos, Scribner (2011) recoge al menos dos 
barreras que presenta este mecanismo para la 
instrumentación de políticas públicas y proyec-
tos de alto valor. En un primer momento, las 
alianzas no eliminan el riesgo moral asociado a 
la acción política, donde los tomadores de de-
cisiones pueden no ser imparciales a la hora de 
asignar proyectos al sector privado; en adición a 
ello, las empresas pueden verse tentadas a cap-
turar las rentas de los usuarios de la infraestruc-
tura y los servicios públicos (Scribner, 2011).

Otras limitaciones recurrentes de las alianzas se 
manifiestan por el incumplimiento de las condi-
ciones contractuales pactadas entre las partes 
al principio de un proyecto, la existencia de una 
demanda insuficiente por los bienes o servicios 
públicos que se van a desarrollar, lo cual impide 
el retorno comercial esperado al momento de 
concretar una alianza, y los problemas financieros 
derivados de la recuperación del capital invertido 
por alguna de las partes, lo que en la mayoría de 
los casos requiere subvenciones públicas que ge-
neran una carga para los recursos de los gobier-
nos (Alborta, Stevenson y Triana, 2011).

Volviendo a la relación entre la nueva economía 
y el gobierno electrónico, Sharma (2007) explo-
ra algunos casos en los que las asociaciones pú-
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blico-privadas han fungido como un mecanismo 
efectivo para implementar las estrategias de go-
bierno electrónico en algunos países donde los 
recursos y conocimientos para estos fines son 
limitados, bajo un esquema de gestión y distri-
bución de riesgos y beneficios económicos entre 
las partes, tal y como lo haría una empresa en 
el sector privado. Aunque se esperaría una im-
plementación exitosa en la gran mayoría de los 
casos, algunos estudios señalan que las distintas 
modalidades de las alianzas no son una garantía 
de éxito a la hora de generar valor público para 
la sociedad, sino que más bien depende del tipo, 
la fase de implementación de ésta y cómo se en-
tiende el valor público durante la ejecución del 
proyecto (Raynaers, 2014).

Gobierno electrónico en términos de 
valor público

Posiblemente, la clave de la discusión puede en-
contrarse en el hecho de que las alianzas públi-
co-privadas para desarrollar gobiernos digitales 
parten de un enfoque más parecido al NMP que 
a la teoría del valor público, en el sentido de que 
establece una separación funcional, asignándole 
a cada jugador las tareas “que mejor sabe ejecu-
tar”, al tiempo que las plataformas digitales de 
gobierno se enfocan en la resolución de trámites 
y servicios de forma individualizada. Dicho esto, 
y con el objetivo de completar esta discusión, la 
evaluación de qué tan pertinente es el gobierno 
digital como respuesta al nuevo modelo econó-
mico hiperconectado, flexible y colaborativo, 
necesariamente debe responder a la interro-
gante de qué tanto permiten los e-gobiernos la 
transición hacia una gestión pública más colecti-
va o, como lo denomina Benington (2005), a una 
“gobernanza comunitaria en red”. 

Sobre este particular, Castelnovo y Simonetta 
(2008) presentan un marco para evaluar la con-
tribución del gobierno electrónico al paradigma 
de valor público. Para lograr lo anterior, parten 
del enfoque de Kearns (2004), quien indica que 
el gobierno electrónico puede evaluarse por su 
capacidad para producir valor para la sociedad, 
pero definido en términos de los servicios, la 

normatividad y regulación, así como otros in-
sumos provistos por la administración pública 
a sus clientes (Castelnovo y Simonetta, 2008). 
Castelnovo y Simonetta (2008) exhiben hallaz-
gos importantes: primero, que la percepción del 
valor público que aporta el gobierno electrónico 
para los ciudadanos depende de la calidad de 
los servicios públicos prestados de forma digital; 
segundo, que la adopción de gobiernos digitales 
ha permitido reducir la fragmentación de la ad-
ministración pública, especialmente a nivel local, 
agilizando procesos y canales de comunicación 
entre agencias públicas municipales.

En esta misma dirección, Omar, Scheepers y 
Stockdale (2011) exponen cómo distinguir la ca-
lidad del gobierno electrónico a partir del enfo-
que de valor público. Mediante un marco teórico, 
los autores rescatan los criterios más relevantes 
para que una acción gubernamental genere va-
lor público. Los trabajos sobre gobierno elec-
trónico y calidad de servicios digitales apuntan 
a que la atención ciudadana y empresarial por 
medios electrónicos por parte de los gobiernos 
contribuye a la generación de valor público, en-
focándose cada vez más hacia la satisfacción de 
las personas y no la eficiencia (Omar, Scheepers 
y Stockdale, 2011). Sin embargo, todavía indi-
vidualiza la atención de los clientes públicos al 
estilo del enfoque NPM, dejando de lado otros 
temas relevantes para la teoría del valor públi-
co, como la construcción de alternativas para 
la colaboración público-privada o la innovación 
colectiva para la solución de problemas y la defi-
nición de la agenda pública. 

A pesar de que el gobierno electrónico gene-
ra eficiencia y satisfacción para la provisión de 
bienes y servicios públicos, todavía adolece de 
mecanismos para la colaboración entre actores 
públicos y privados con miras a la trasnforma-
ción de la gestión pública. En algunos casos de 
estudio, se ha encontrado cómo el e-gobierno 
enfrenta barreras para la inclusión y la gestión 
pública con un enfoque colectivo (Jorgensen y 
Cable, 2002), elemento esencial para la lograr 
la transición hacia el enfoque de gobernanza 
colectiva en red. Esta colaboración público-pri-
vada, cuando se orienta a detonar procesos de 
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innovación, procura el aprovechamiento de los 
conocimientos, las habilidades y la creatividad 
de la ciudadnaía y el empresariado constituidos 
en actores sociales, para la solución colectiva de 
problemas públicos (Boisier, 2010), permitiendo 
así la generación de valor público.

Convergencia del sector público en la 
nueva economía: los laboratorios de 
innovación pública

Los vínculos latentes entre el sector privado y la 
administración pública se reflejan, esencialmente, 
en el aprovechamiento de las nuevas TIC, así como 
la revolución de los datos y las aplicaciones del In-
ternet, para innovar y reinventarse día tras día. En 
lo que al sector privado respecta, se ha repasado 
cómo ha aprovechado las nuevas herramientas 
tecnológicas en la economía del conocimiento 
para generar industrias y negocios inteligentes en 
el marco de la nueva economía, siempre bajo un 
enfoque colaborativo (Rifkin, 2014). La historia re-
ciente sugiere que el sector privado y la sociedad 
civil han entendido el rol de la co-creación y la inno-
vación abierta para mejorar la calidad de los bienes, 
servicios y organizaciones.

En cambio, el sector público, si bien ha exhibido 
progresos relevantes en aspectos como la digita-
lización de procesos y la prestación de servicios 
públicos a través de la red mediante la implemen-
tación de plataformas de e-gobierno, todavía tie-
ne un camino por recorrer hacia una convergen-
cia con la dinámica colaborativa y de innovación 
colectiva que caracteriza a la nueva economía. 

Los gobiernos digitales han logrado beneficios 
para las administraciones públicas en materia de 
eficiencia y agilidad para la entrega de servicios 
públicos, así como para la interconexión de las 
agencias públicas con individuos y negocios, como 
una respuesta a los grandes desafíos planteados 
por la nueva economía, pero ha presentado ciertas 
limitaciones a la hora de involucrar la innovación, 
la creación colectiva y el design thinking como me-
todologías para la resolución de problemas públi-
cos. Por tanto, es relevante encontrar espacios de 

convergencia para lograr la innovación colectiva 
y el diseño de soluciones públicas, que impulse la 
convergencia pública-privada, en congruencia con el 
nuevo paradigma económico. 

Inexorablemente, la innovación en el sector pú-
blico es el mecanismo más idóneo para la creación 
de valor público que resuelva necesidades sociales 
(Hartley, 2011; Crosby, ‘t Hart y Torfing, 2017), para 
lo cual es indispensable incorporar un enfoque de 
co-creación y solución de problemas sociales, que 
trascienda a la asociación público-privada conven-
cional. Donahue (1965), en un trabajo sobre la di-
fusión de la innovación, resumía la importancia de 
la innovación pública, diciendo: 

“La innovación gubernamental es digna 
de atención porque es difícil y porque es 
valiosa. Precisamente porque las organi-
zaciones públicas tocan los intereses de 
muchos, y porque tienden a encargarse de 
tareas particularmente vitales, una innova-
ción gubernamental que permita satisfa-
cer nuevas necesidades, o que las antiguas 
necesidades se satisfagan de manera más 
económica, más precisa o flexible, puede 
producir un incremento de valor que supe-
re con creces las ganancias que se pueden 
obtener a través de mejoras análogas en 
muchos entornos corporativos” (p. 3). 

Para generar este tipo de innovaciones es po-
sible tomar ventaja de los laboratorios de inno-
vación pública. Los laboratorios de innovación 
pública son espacios que procuran, como su 
nombre engloba, innovar para mejorar la provi-
sión de bienes y servicios públicos a la sociedad, 
buscando incrementar el valor público a través 
de la colaboración y la participación colectiva 
(Tonurist, Kattel y Lember, 2017). En ese senti-
do, estos organismos son entes detonadores de 
la innovación en distintos aspectos de la gestión 
pública (Schuurman y Tonurist, 2016), que em-
plean una serie de mecanismos para generar in-
novación abierta, como el aprovechamiento de 
las TIC, las metodologías del design thinking e in-
teligencia colectiva, así como las aplicaciones de 
la ciencia de datos e información y otras herra-
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mientas analíticas (McGann, Blomkamp y Lewis, 
2018; Rodríguez y Grandinetti, 2018).

Schuurman y Tonurist (2017) destacan que 
los laboratorios de innovación pública pueden 
fungir como espacios para la experimentación, 
asumiendo riesgos que la administración públi-
ca convencional no está dispuesta a correr en 
la solución de problemas sociales y el diseño 
de políticas. Es importante señalar que el enfo-
que experimental para las políticas públicas no 
es algo novedoso, si se consideran los trabajos 
del Abdul Latif Jameel Poverty Action Lab, orga-
nización que agrupa a investigadores de todo el 
mundo que desarrollan soluciones experimen-
tales para erradicar la pobreza y que cobijaron 
el trabajo de Esther Duflo y Abhit Banerjee, que 
les mereció el Premio Nobel de Economía otor-
gado en el año 201910. 

En el ámbito local, Jegou, Vincent y Thevenet 
(2013) han explorado las virtudes alcanzadas por 
gobiernos locales a partir de su colaboración con 
laboratorios de innovación pública para lograr 
mejoras sustanciales en sus programas y políticas 
públicas. En su trabajo, éstos encuentran cómo 
los laboratorios apoyan el impulso y la gestión 
de la innovación en los gobiernos locales, prin-
cipalmente, mediante el “hackeo” de las formas 
tradicionales de actuar de los gobiernos locales, 
que permite identificar oportunidades de mejo-
ra en distintos ámbitos municipales y robustecer 
la gestión local. Este “hackeo” permite identificar 
oportunidades de mejora en los procesos de de-
cisión pública y de diseño de soluciones de po-
lítica, al tiempo que brindan un espacio para la 
retroalimentación de terceros que no son servi-

10	 Abhijit Banerjee y Esther Duflo, en su libro Repensar la 
pobreza: un giro radical en la lucha contra la desigualdad 
global, plantean la necesidad de incorporar los enfo-
ques experimentales empleados en el sector privado, 
especialmente en industrias como farmacéutica, para 
diseñar e implementar políticas públicas. A lo largo de 
la obra, los autores defienden como la economía ex-
perimental puede coadyuvar a mejorar la precisión de 
las políticas públicas, haciéndolas más eficientes y más 
costo-efectivas, cuando se considera las políticas pú-
blicas como un producto manufacturado que debe ser 
probado varias veces hasta que entregue resultados, 
antes de masificarse. 

dores públicos y por ello tienen otra perspectiva 
de la gestión de gobiernos locales. 

La mayoría de los laboratorios de innovación 
pública pueden coadyuvar a la agenda digital 
de los gobiernos, mientras se comprometen con 
el enfoque experimental para la investigación y 
desarrollo de soluciones de carácter colectivo 
(Ramírez-Alujas, 2016; Rodríguez y Grandinetti, 
2018). Para Ramírez-Alujas (2016), los laborato-
rios de innovación pública tienen características 
que los hacen idóneos para el diseño e instru-
mentación de políticas públicas innovadoras, con 
la participación de actores del sector privado:

	− Son espacios para la innovación abierta, el 
impulso a la inteligencia colectiva y el crowd-
sourcing. 

	− Están diseñados para permitir y alentar la 
creación colectiva de soluciones para las 
problemáticas sociales, al tiempo que in-
centivan la colaboración en la creación de 
nuevos servicios públicos. Se basa en la idea 
de valor público, donde el diseño se centra 
en las personas y sus necesidades, viéndo-
los como agentes primarios del proceso y no 
como clientes finales del servicio (Bening-
ton, 2005).

	− Están fundamentados en metodologías para 
la experimentación (design thinking, inteli-
gencia colectiva, Lean Canvas social, entre 
otras). Este enfoque garantiza que el diseño 
de soluciones sea plural y con base en todos 
los actores del sistema. 

La naturaleza orientada al riesgo de los labora-
torios de innovación pública permite acelerar el 
proceso de convergencia de la administración 
pública hacia la nueva economía. Más que un 
ente público, los laboratorios deben verse como 
organismos híbridos, con características que les 
dan holgura para aglutinar la colaboración entre 
actores públicos, empresas, organizaciones civi-
les y académicos, enfocándose en metodologías 
basadas en la experimentación (Tonurist, Kattel 
y Lember, 2017). Por ello, su principal ventaja 
frente a otras respuestas posibles de las admi-
nistraciones gubernamentales ante el nuevo pa-
radigma económico vigente es su facilidad para 
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potenciar el trabajo colaborativo, el aprovecha-
miento de las tecnológicas y las herramientas 
analíticas.

Un modelo para crear valor a partir de 
laboratorios de innovación pública 

Partiendo de la idea de convergencia hacia la 
nueva economía, se ha discutido la importancia 
de que los gobiernos cuenten con mecanismos 
flexibles y ágiles, adaptados a los tiempos que 
corren, que permitan la colaboración y la gene-
ración de soluciones creativas a problemáticas 
sociales, que tengan como fin último el valor 
público en el sentido extenso del término. Sin 
embargo, encontrar un modelo operativo que 
mantenga las formalidades propias de la gestión 
pública, pero a la vez resulte atractivo para el 
involucramiento del sector privado, la academia 
y la sociedad civil, es un reto de marca mayor. 
Las rigideces propias de los gobiernos los hacen 
jugadores difíciles (pero no imposibles) para la 
innovación11.

A pesar de estas limitaciones, tomando como 
punto de partida los planteamientos sobre los 
modelos de negocio orientados a la innovación 
continua y abierta, que plantean trabajos como 
los de Chesbrough (2006), Osterwalder y Pig-
neur (2011) y Mendelson (2016), así como los 
elementos relevantes para la consideración del 
valor público, tal y como señalan Kelly, Mulgan y 
Muers (2002), Benington (2005), Moore (2006) 
y otros trabajos, es posible esbozar algunos li-
neamientos generales de un “modelo de nego-
cio” enfocado en la creación de valor público 
para los gobiernos nacionales y locales, utilizan-
do como vía de operación a los laboratorios de 
innovación pública.

11	 Sobre el rol de los gobiernos en los ecosistemas nacio-
nales de innovación, Mariana Mazzucato presenta en 
The entrepeneurial state una extensa y rica investiga-
ción acerca de cómo las economías más avanzadas del 
planeta construyeron sus principales progresos cientí-
ficos y tecnológicos. Véase Mazzucatto (2011). 

La lógica detrás de esta idea es relativamente 
sencilla. Las empresas y ciudadanos son clientes 
finales de la política pública y por ella pagan sus 
impuestos (Omar, Scheepers y Stockdale, 2011), 
por lo que esperan recibir valor por parte de las 
autoridades (Kelly, Mulgan y Muers, 2002; Moo-
re, 2006). Sin embargo, la naturaleza de la ad-
ministración pública, sus rigideces normativas y 
su complejo entramado institucional, dificultan 
el desarrollo de las capacidades públicas nece-
sarias para la innovación (Boukamel y Eremy, 
2017). Dicho lo anterior, se plantea un mode-
lo de negocio anidado en un laboratorio de in-
novación pública, que consta de cuatro etapas 
debidamente identificadas y cuya finalidad es 
entregar mayor valor público. Todas las fases 
propuestas para este modelo de negocio para la 
co-creación de soluciones y la innovación abier-
ta, son compatibles con un modelo desagregado 
de negocios. La desagreación hace que las orga-
nizaciones trabajen las relaciones con sus clien-
tes finales, así como sus procesos de innovación 
de forma separada (Hagel y Singer, 1999). Ade-
más, cada una de las etapas, también consideran 
aspectos de otros modelos, por lo que es un mo-
delo mixto (Osterwalder y Pigneur, 2011).

En una primera etapa, las autoridades o algún 
actor social, empresarial o académico pueden 
presentar una problemática de política pública 
o socioeconómica, cuya solución escapa a las 
herramientas que tienen disponibles para resol-
verla o que requiere un análisis cuya profundi-
dad trasciende el ámbito institucional. A partir 
de ello, comienza un proceso de diagnóstico 
completo de la problemática, tomando en con-
sideración los criterios de design thinking o de 
inteligencia colectiva, con la finalidad de homo-
geneizar el conocimiento base de los participan-
tes acerca de la problemática. Con la homogeni-
zación, es posible plantear diversas expectativas 
sobre el proceso de creación de alternativas.  

Esta primera fase de creación de valor público 
tiene como resultado esperado una problemáti-
ca debidamente identificada, siguiendo también 
una lógica de modelo de negocio de front-end, 
que prioriza una operación con proximidad de 
la atención hacia el cliente final, con una inte-
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racción permanente con éste por medio de las 
herramientas tecnológicas y la información re-
copilada (Mendelson, 2016). 

En la segunda etapa, un laboratorio de innova-
ción pública debe realizar tareas para recoger, 
procesar, sistematizar y analizar todos los datos 
disponibles sobre la problemática social o de 
política pública señalada, para construir escena-
rios de solución. Al igual que en la primera fase, 
este mecanismo se desarrolla bajo un modelo de 
desagregación, donde los componentes del or-
ganismo actúan por separado, pero generan in-
sumos que resultan relevantes para otras áreas 
del laboratorio, de la sociedad o de las instancias 
públicas involucradas en la posible resolución de 
la problemática. 

De igual forma, la correspondencia de esta etapa 
con un modelo de desagregación viene acompa-
ñada por una lógica de un modelo de negocios 
de back-end. Los modelos de negocio back-end 
o detrás del mostrador se enfocan en la crea-
ción de procesos fuera de la vista del cliente fi-
nal, donde se manipulan procedimientos, datos 

y flujos de información cuya finalidad es generar 
una ventaja competitiva para la solución de al-
gún reto de negocios (Mendelson, 2016). Inme-
diatamente se da la recopilación de información 
y la construcción de escenarios para el problema 
económico, social o de política pública presen-
tado, entonces se procede a la selección de un 
“portafolio” de soluciones para la problemática 
planteada. La socialización de las problemáticas 
y de sus potenciales soluciones da un espectro 
más amplio para resolver los retos de forma co-
lectiva con una participación por parte del sec-
tor público (McGann, Blomkamp y Lewis, 2018).

La tercera fase es donde el modelo de negocios 
para los laboratorios de innovación pública cru-
za la frontera con la dinámica privada. Una de las 
características de este modelo es que procura 
la sostenibilidad de estas actividades de innova-
ción y experimentación en el sector público, con 
acompañamiento de los actores privados y de la 
sociedad civil. A partir de esta premisa, el labo-
ratorio debe elegir un formato de entrega de la 
solución para la política pública o de inteligencia 
competitiva considerada.

Cuadro 1. 
 Un modelo de negocios enfocado en la creación de valor público

Etapa de 
creación de 

valor

Modelo de 
negocio Descripción del proceso Resultado 

esperado

Etapa 1
Identificación 
y diagnóstico 
de problemas 

públicos

Desagregación
Front-end

El laboratorio de innovación pública o los 
actores privados plantean una problemática 
pública o social, teniendo como punto de 
partida el design thinking o la inteligencia 
colectiva para su discusión.

Después de una “nivelación” del 
conocimiento del problema, se procede a 
determinar las expectativas y resultados 
esperados del proceso de pensamiento 
colectivo, tal y como asume el enfoque de 
valor público. 

Problemática 
debidamente 
identificada y 
cuantificada
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Etapa 2
Instrumentos 
analíticos y 
de acción y 
disponibles

Desagregación
Back-end

Una vez se cuenta con un problema 
delimitado, se pasa a la fase de armar un 
“portafolio” de instrumentos de acción o de 
política pública posibles. 

Este portafolio contiene soluciones 
privadas, públicas o mixtas, priorizando 
los criterios de eficiencia, por un lado, y de 
innovación abierta y colectiva, por el otro.

Recopilación 
de datos 
sobre la 
problemática

Selección 
clara de 
instrumentos 
analíticos o 
de política 
pública

Etapa 3
¿Cómo 

entregar el 
valor público 

al cliente 
final?

Desagregación
Front-end

En el momento en que se conoce la 
demanda y la oferta de soluciones a 
problemas públicos y sociales, se debe 
seleccionar una forma de entrega.

El vehículo de entrega, dado que es un 
modelo de negocios, debe generar flujos 
que hagan autosustentable el mecanismo. 
Puede ser un servicio de única vez o una 
suscripción (en el caso de gobiernos), para 
recibir un servicio por parte del laboratorio.

Servicio de 
suscripción o 
única vez

Etapa 4
Entrega 
del bien 

o servicio 
público

Desagregación
Front-end
Abierto

En el cuarto momento, si se ha concretado 
el proceso de generación de la propuesta 
de forma adecuada, entonces el resultado 
debe ser de valor para los clientes finales, 
que pueden ser ciudadanos, organizaciones 
civiles o empresas.

Este producto del laboratorio de innovación 
pública, no solamente puede ser una 
solución a un problema que atañe al 
gobierno, sino también un producto de 
inteligencia competitiva que apoye a la 
mejora del desempeño del sector privado.

Bien y/o 
servicio 
público

Servicio de 
inteligencia 
competitiva 

Valor público 
incrementado

Fuente: Elaboración propia con base en Osterwalder y Pigneur (2011), Mendelson (2016) y McGann, Blomkamp y Lewis (2018)
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Con el fin de encontrar un modo de entrega, se 
auxilia de rasgos de los modelos de negocio por 
desagregación y de front-end, tal y como en la 
fase uno, pero planteando al menos dos alterna-
tivas, que se detallan a continuación:

	− Soluciones innovadoras de única vez, par-
ticularmente orientadas a la generación de 
inteligencia competitiva y pensadas para el 
sector privado, en el que se comercializan 
bienes y servicios de forma inmediata y se 
esperan resultados a la mayor brevedad po-
sible. En este caso, si la solución selecciona-
da tiene una lógica de servicio privado, en-
tonces se “contrata” por una única vez.

	− Alternativas de suscripción por un periodo 
determinado, especialmente útiles para pro-
blemáticas planteadas por organismos públi-
cos o de la sociedad civil, en las que los ciclos 
de acción y de financiamiento son más largos, 
por lo que contar con un flujo de información 
periódico, permite analizar la acción pública 
bajo un enfoque de mejora continua. 

En una cuarta y última etapa de trabajo de un 
laboratorio de innovación pública, claramente, 
el resultado esperado es un incremento en la 
satisfacción de los actores sociales y económi-
cos que redunde en mayor valor público. Para 
ello, el laboratorio debe entregar un producto 
de política pública, un servicio de inteligencia 
competitiva o una acción concreta que denote 
una dinámica de crecimiento del valor público. 
Este organismo debe implementar actividades 
de su “portafolio” construido de la etapa dos, 
que resuelvan la problemática pública o social 
diagnosticada en la etapa uno. 

A partir de un esquema de esta naturaleza, se 
pueden generar espacios para la colaboración y 
la creación colectiva de soluciones a problemá-
ticas sociales, a través de nuevas herramientas 
como la experimentación y la innovación abier-
ta. Asimismo, se puede garantizar la participa-
ción de actores relevantes, como las empresas, 
la sociedad civil y la academia, en la creación de 
valor público, mediante productos innovadores 
de política pública o inteligencia competitiva.

Algunas reflexiones finales 

La administración pública va a continuar con su 
evolución y, con ella, van a seguir surgiendo me-
canismos para la generación de valor público en 
la sociedad. En efecto, el gobierno electrónico 
se ha desarrollado en las últimas décadas como 
una respuesta al avance de la sociedad de la in-
formación y la economía del conocimiento, para 
aprovechar las TIC y el Internet para prestar me-
jores servicios públicos y acerca la atención a los 
ciudadanos y empresas a través de las computa-
doras y dispositivos móviles. 

No obstante, su progresión acelerada, su diseño 
y concepción no es compatible totalmente con 
el nuevo enfoque de gobernanza colectiva en 
red para generar valor que establecen las nuevas 
tendencias teóricas y las más recientes investi-
gaciones en materia de gestión pública como los 
caminos más viables para la creación de valor 
público. Por ende, se requieren encontrar nue-
vos espacios para detonar los procesos de inno-
vación colectiva y co-creación de soluciones a 
los problemas públicos. 

En este trabajo se ha planteado la necesidad de 
reconocer o retomar (o reactivar, según sea el 
caso) la figura de los laboratorios de innovación 
pública, considerando sus ventajas para promo-
ver la cooperación entre actores desde una di-
mensión colaborativa, que involucre de forma 
activa a las organizaciones de la sociedad civil, 
las empresas y la academia, dándoles oportuni-
dad de colocar sus preocupaciones y su visión 
de la realidad dentro de la agenda pública. Ade-
más, con la pérdida de confianza que han experi-
mentado los gobiernos en los últimos años, sería 
provechoso para las administraciones públicas 
alrededor del mundo encontrar caminos nove-
dosos para legitimar y robustecer la credibilidad 
de la toma de decisiones políticas y sociales. 

En el modelo de negocio propuesto en este ar-
tículo, se procura acerca un ente de naturaleza 
pública a la dinámica de operación del sector 
privado, en términos de análisis de su cliente 
final, mercado y su proceso de generación de 
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innovación, desde una perspectiva eficiente y 
costo-efectiva. La vialidad del modelo plantea-
do, así como su pertinencia en términos norma-
tivos y organizacionales a lo interno de los go-
biernos, son interesantes líneas de investigación 
que pueden desarrollarse en el futuro.
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